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I) Introducción. 

Desde 1946, cuando se aprobó la ley  N° 10 723   y su modificativa la N°  10 866 (
) (hace 63 años), el tema del ordenamiento territorio no es abordado por nuestros legisladores; ello,  sin perjuicio de alguna norma complementaria referida a la necesidad de contar con servicios básicos y de la instauración del Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), pero cuya ley de creación
   solo se limitó a otorgarle la   competencia sobre la materia. 

Casi veinte  años después se aprueba la  ley  Nº 18 308 
que, sin desconocer  todos los defectos que pueda tener,  llena un importante vacío en nuestra legislación.  Si se   realiza una comparación con el resto  del mundo vamos a encontrar muy pocos ejemplos de similar indiferencia. 

En la búsqueda de una  explicación de esta situación podemos inferir   una muy sencilla: nuestro país no crece y por ende no necesita ordenar su territorio. Cuando fui  a la escuela (lo cual representa cerca de cuarenta  años) éramos 3 millones y medio; hoy somos aproximadamente  los mismos.

En una primera lectura de este complejo cuerpo normativo nos parece interesante referirnos a: I)  Los grandes temas de discusión doctrinaria a los que se dio una respuesta legal y II) Los antecedentes que fundamentan algunos de los principios consagrados por la ley. 

II) Los  grandes temas que generaban diferencias doctrinarias a los que se dio una respuesta definitiva.

Ellos son los siguientes:
II. a) El tema de la jurisdicción y  competencia de los gobiernos departamentales sobre suelo rural. 
Nuestros constituyentes utilizaron con muy poco rigor técnico las expresiones “local”, “municipal” y “departamental”, lo que ha permitido diferentes interpretaciones respecto de los textos constitucionales y legales.

Actualmente, luego de la última reforma constitucional plebiscitada el 8 de diciembre de 1996, la redacción dada al  art. 262  de la Carta, supera las posibles controversias: “ El Gobierno y la Administración de los Departamentos, con excepción de los servicios de seguridad pública, serán ejercidos por una Junta Departamental y un Intendente.” 

Se quito del texto la expresión “Municipal”, con el propósito evidente de aventar toda duda respecto al alcance territorial de las facultades de gobierno y administración, que ineludiblemente abarcan a todo el departamento. Ello resulta coherente con lo ya dispuesto  por el art. 273 de la Carta que declara  la jurisdicción de la Junta Departamental en “todo el territorio del Departamento”.

En l935 se dictó la Ley Orgánica Municipal Nº 9515, que determinó la competencia por materia de los Gobiernos Departamentales. Si bien la ley  no refiere en forma genérica  a la planificación urbana como cometido específico de los órganos departamentales, del contexto de sus artículos surge un marco de competencias del que puede inferirse, sin dificultad, que dicha actividad le corresponde al Gobierno Departamental.

En efecto, dentro de los cometidos de las Juntas Departamentales se comprende: el dictado de decretos con fuerza de ley en su jurisdicción (art. 19 numeral 12); el  otorgar concesiones de servicios públicos (art. 19 numeral 17, 18, 19 y 20);  la aprobación de las designaciones de bienes a expropiarse realizadas por el Intendente (art. 19 numeral 259). 

A su vez al Intendente, le compete: Organizar y cuidar la vialidad pública (art. 35 numeral 25 literales A, B, C, D, E, F, G);  dictar reglas para la edificación en los centros urbanos, que implica la ordenación de la edificación privada en núcleos urbanos, así como planes de amanzanamiento y de edificación, incluida la policía de la misma hasta los aspectos de su mantenimiento (artículo 35 numeral 26); presentar proyectos de decretos departamentales para su aprobación ante la Junta Departamental (art. 35 numeral 7); planear y ejecutar las obras viales del departamento (art. 35, numeral 38, literales A, B, Y C); conservar, cuidar y reglamentar las servidumbres públicas constituidas en beneficio de los pueblos (art. 35 numeral 16); velar por las playas, paseos y calzadas (art. 35 numeral 21);  establecer la policía higiénica y sanitaria de las poblaciones (art. 35 numeral 24) y evitar las inundaciones (art. 35 literal 16).

La citada ley Nº 10.723 sobre centros poblados y sus modificativas atribuyó competencia a los Gobiernos Departamentales habilitándolos a autorizar la subdivisión de predios rurales con destino a la formación directa o indirecta de centros poblados. 

De este modo la llamada la ley contiene una regulación de carácter general permitiendo la complementación y reglamentación por cada Gobierno Departamental (
).

En este marco legal, hasta el presente existía  una posición doctrinaria que entiende que los Gobiernos Departamentales no tienen competencia para ordenar el suelo rural, en mérito al sentido literal de los artículos antes mencionados de la Ley Orgánica Municipal. Existe un antecedente legislativo que avala esta posición; se trata del art. 17 de la ley Nº 13.939 promulgada en fecha 8 de enero de 1971, que establece que la Intendencia de Montevideo ejercerá la competencias establecidas en el numeral 26 del art. 35 de la Ley Nº 9515, sobre toda clase de edificación en las zonas urbanas, suburbanas y rurales. En efecto, se entendió necesario una ley  nacional para atribuirle dicha jurisdicción a la Intendencia de Montevideo.

Los artículos 1, 14
,  39 y concordantes de la nueva ley son muy concluyentes en el sentido de otorgar jurisdicción y competencia a los Gobiernos Departamentales  sobre el suelo rural y sub urbano.
II. b) El   tema de si los decretos departamentales pueden afectar los derechos individuales en el marco de su jurisdicción territorial y de su competencia.
Este es una cuestión que hasta el presente generaba controversias.  Ello,  sin perjuicio de que la Suprema Corte de Justicia, en reiterados fallos ha sostenido: “Las Juntas  por razones de interés general y en el ejercicio de sus potestades constitucionales pueden reglamentar, limitando o suprimiendo, la protección de ciertos derechos individuales (
)”  haciendo referencia concreta al art. 7 de la Carta.

En este mismo sentido se pronuncia: Casinelli Muñoz (en Derecho Público T.I, pág. 110), Sayagués Laso, (en “Proyecto de Ley Orgánica Municipal”, apartado de la Revista de la Facultad de Derecho, año VII, nº 4, 1957), Prat Julio (en  Derecho Administrativo,T.V, vol.2, pág 82 y ss); Mariano Brito (en Revista Uruguaya de Derecho Constitucional y Político”, mayo de 1996, T.XII, Nº 67-72) y Washington Lanziano (en Estudios de Derecho Administrativo”, Universidad de la República, Montevideo, 1993, pág. 401 a 405.).

Los artículos  35
 y 44 de la ley vienen a dilucidar definitivamente este punto.
III) Antecedentes que fundamentan los principios consagrados por esta ley.

El  ordenamiento territorial hoy día se entiende que: “Es a la vez una disciplina científica, una técnica administrativa y una política concebida como un enfoque interdisciplinario y global, cuyo objetivo es un desarrollo ambientalmente  equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un concepto rector”
 .Se concibe que el ordenamiento territorial es un instrumento de la conservación del ambiente;  el objetivo es el desarrollo sostenible. 

En este sentido  el artículo 4º de la ley expresa: “(Materia del ordenamiento territorial).- El ordenamiento territorial y desarrollo sostenible comprende:
a) La definición de estrategias de desarrollo sostenible, uso y manejo del territorio en función de objetivos sociales, económicos, urbanísticos y ecológicos, a través de la planificación…..”
A continuación analizaremos que alcance conceptual tiene el desarrollo sostenible. 

III. a) El ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 
Para entender cabalmente este concepto debemos remontarnos al año 1970 y ubicarnos en Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT); en ese momento la Dra. Meadows trabaja junto con el Dr Forrester con modelos matemáticos manejados por primera vez por computadoras. A  su vez desde al año 1968  un grupo de intelectuales  de mas 30 países que constituyeron en  una asociación denominada “Club de Roma”  para realizar estudios referidos a la modificaciones que la actividad humana esta causando en el ambiente. Fueron ellos quines le encargan al MIT la elaboración de  modelos  matemáticos  para  estudiar la capacidad del planeta para soportar la expansión económica del ser humano. 

En base a dicha investigación se publicó un libro  llamado Límites del crecimiento (Donella Meadows, Jorgen Randers y Dennis Meadows, 1972) que analiza la problemática del crecimiento; la idea arrojada sobre la opinión pública era clara: el mundo se queda sin recursos. La industrialización y el mercado son herramientas devastadoras que agotarán la Tierra en pocas generaciones. El crecimiento demográfico es insostenible. Se impone dejar de crecer y establecer nuevas vías de desarrollo respetuosas con el medio ambiente. En 2004 se publicó una última versión que es más catastrofista que la primera: Los límites del crecimiento, 30 años después. 

Sin perjuicio de que muchas de las predicciones de los autores citados  no se dieron en los hechos, hoy nadie duda de que el modelo de crecimiento tradicional no es compatible con la conservación del ambiente; una prueba irrefutable  de ello es la inclusión en  la agenda política universal  del tema  cambio climático. 
 Otro hito en esta evolución conceptual fue el  Informe Brundtland (
); se trata del primer  intento de eliminar la confrontación entre desarrollo y sostenibilidad. Fue presentado en 1987 por la Comisión Mundial Para el Medio Ambiente y el Desarrollo de la Organización de Naciones Unidas, encabezada por la doctora noruega Gro Harlem Brundtland. Se trabajó analizando la situación del mundo en ese momento y se demostró que el camino que la sociedad global había tomado estaba destruyendo el ambiente por un lado y dejando a cada vez más gente en la pobreza y la vulnerabilidad. El propósito de este informe fue encontrar medios prácticos para revertir los problemas ambientales y de desarrollo del mundo;  para lograrlo,  destinaron tres años a audiencias públicas y recibieron más de 500 comentarios escritos, que fueron analizados por científicos y políticos provenientes de 21 países y distintas ideologías. Se concluyó en  que debíamos dejar de ver al desarrollo y al ambiente como si fueran cuestiones separadas. Dicho informe acuño la famosa definición del principio de desarrollo sostenible ampliamente conocida cuya redacción originales es en idioma ingles: “Sustainable development is development that meet the needs of the present without compromising the ability of future generations to meet their own needs”    
En lo personal compartimos la traducción que realiza el Profesor Ángel Manuel Moreno Molina (
): “Desarrollo sostenible es el desarrollo que satisface las necesidades del presente (o del hoy, pero no “de las generaciones presentes”) sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades”. 

En efecto, del informe surge que la finalidad es lograr la satisfacción de las necesidades básicas del presente (alimentos, agua, vivienda, educación, asistencia sanitaria garantizadas para todos en la faz de la tierra) y a su vez asegurar que las futuras generaciones puedan satisfacer sus propias necesidades,  que pueden ser otras diferentes de las actuales. (
)   

Sin perjuicio de ser más que una definición un eslogan del referido informe, se acepta pacíficamente esta como  la definición  universal de desarrollo sostenible. 

Se pone un claro énfasis en los aspectos axiológicos del concepto, lo que obliga al intérprete a  remitirse en un todo al informe para poder aprehender adecuadamente el alcance del mismo.

El desarrollo sostenible no es un sinónimo de protección ambiental, sino algo más complejo que comprende: la sostenibilidad económica y  la social  junto con  la ambiental. Es más bien un nuevo patrón de desarrollo económico que tiene en cuenta la componente ambiental en el corto, medio y largo plazo.  
La relación que existe entre pobreza e ingresos bajos, por un lado, y degradación de las condiciones sociales, económicas y ambientales, por el otro, explica que en los países en desarrollo la sostenibilidad  signifique: en primer lugar resolver estos problemas, y sólo en un segundo plano hacer frente a otros problemas, como la contaminación.

Existe un amplio consenso respecto de que ninguna sostenibilidad  puede alcanzarse si no se resuelve el problema de las externalidades ambientales y de  los desequilibrios sociales, económicos y políticos. La incapacidad del mercado de internalizar los costos del desarrollo urbano, como el uso de los escasos recursos, la contaminación, los riesgos para la salud o la congestión, junto a su traspaso a los grupos sociales más débiles y de ingresos más bajos, son dos nudos fundamentales del desarrollo sostenible. La incapacidad del mercado de hacer pagar de modo adecuado el uso de los bienes y servicios ambientales “gratuitos”, sean ellos recursos como el aire, el agua, o la eliminación de los desechos, llevó a lo que se denominó “la tragedia de los comunes”
 es decir, a  la apropiación para usos privados de los recursos públicos. 

 Una real sostenibilidad  implica que todos los costos ambientales sean internalizados por los que contaminan y los que utilizan los bienes ambientales, a través de un adecuado sistema de precios y de instrumentos financieros, junto con la adopción de medidas concertadas para reducir los desequilibrios sociales y económicos.
 

Las políticas de desarrollo  sostenible tienen que asumir el principio de la justicia social también, porque se necesita una distribución más equitativa de los recursos y de los ingresos  para satisfacer las necesidades económicas, sociales y culturales en un marco de sostenibilidad. La integración y la estabilidad social no son sólo una condición para el desarrollo sostenible, sino que para obtenerlas es necesario que los estratos más débiles de la población participen directamente en el proceso de toma de decisiones y su puesta en marcha.

Sin embargo, no se ha resuelto aún la forma de mejorar los niveles de vida de las personas sin aumentar los consumos y los residuos.  En este caso es necesario aplicar el “principio precautorio” y definir, aplicar y fiscalizar a todos los niveles, desde el local al nacional, el respeto de los estándares de comportamiento ambiental por las empresas y por los consumidores
.

En consecuencia, resulta menester consolidar  y diversificar la actividad económica  atendiendo a las tendencias actuales del mercado, pero sin descuidar la necesidad impostergable de lograr los equilibrios sociales que den sustento a los ambientales.

El principio de desarrollo sostenible alcanza su tratamiento internacional más acabado y extenso en la Conferencia de Río de Janeiro, sobre Medio Ambiente y Desarrollo (UNCED), celebrada durante el mes de junio de 1992, que es  consagrado  por un documento político-diplomático, de carácter no vinculante, denominado la “Declaración de Río”.  Puede decirse que la conferencia de Río se centró en el desarrollo sostenible, puesto que prácticamente todos sus principios son aspectos, elementos o ingredientes para conseguir la realización de ese principio (evaluación ambiental previa como “instrumento nacional”, derechos de la “ciudadanía ambiental”, consentimiento previo informado, etc.). Entre todos los principios destaca el 4, a cuyo tenor “a fin de alcanzar el desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada”. En este punto la declaración de Río sigue las directrices de la Comisión Brundtland, que había apostado firmemente por conciliar medio ambiente y economía en la toma de decisiones, que es uno de los ingredientes principales del desarrollo sostenible.

Como resultado tangible de la conferencia de Río se acordó igualmente la “Agenda 21”, un documento de 800 páginas, estructurado internamente en cuarenta capítulos que tratan diferentes elementos y perspectivas del desarrollo sostenible. La agenda 21 también estableció la Comisión de las Naciones Unidas sobre desarrollo sostenible, con capacidad para formular recomendaciones al Comité Económico y Social de la ONU y el Fondo Mundial para la Naturaleza (global environment fund, GEF).

En el marco de la cumbre de Río de 1992 se aprobó el  Convenio Marco  de Diversidad Biológica, que forma parte de nuestro ordenamiento jurídico nacional a partir de la aprobación de la ley Nº 16. 408 (
), en el cual se consagra una propia y particular definición del principio de desarrollo sostenible en el marco  de la biodiversidad (
) 
En el art 1° de la Ley General de Protección del Ambiente
  se dispone:
“Declárese de interés general, de conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República: 

[…] G) La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional ambiental y de desarrollo sostenible. 

A los efectos de la presente ley se entiende por desarrollo sostenible aquel desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades…” 

Cuando la ley N° 18 308 establece como un principio o mandato genérico la necesidad de  conciliar el desarrollo económico con lo ambiental y lo social  para poder obtener sostenibilidad esta cumpliendo con el mandato constitucional de proteger el ambiente.
III. b) La vinculación del urbanismo con la economía: recuperación de los  mayores  valores inmobiliarios generados por el ordenamiento territorial. 
La visión actual del urbanismo tiene su génesis a fines del siglo XIX principios del XX con la revolución industrial y su consecuencia: el hacinamiento de los trabajadores industriales en las grandes  ciudades. Inglaterra se convierte en el gran escenario en el que se desarrollan los  avances en la materia que luego son seguidos y complementados en el resto del mundo. 

Desde la segunda mitad del siglo XX se había llegado a la lógica conclusión de que es imposible planificar las ciudades sin tener en cuenta lo que ocurre, primero,  en su hinterland inmediato y luego en contexto general del país del que forma parte. La constatación de esta evidencia (que nosotros recién resolvimos legislativamente) llevó a los ingleses a designar sus leyes urbanísticas desde 1939 como  Town and country planning act  incorporando a la regulación del urbanismo los espacios rurales y suburbanos  sin los cuales no se puede planificar ni concebir la ciudad. 

El otro gran avance ocurrido en la Gran Bretaña tiene como fundamento lo que expresa con su famosa elocuencia  el político inglés Sir David  Lloyd George:
 “El incremento del valor, de modo más especial de los solares urbanos, no es debido a gasto alguno del capital ni del intelecto por parte del propietario del terreno, sino que es producto únicamente de la energía y la iniciativa de la comunidad… Es sin duda, uno de los peores males de nuestro actual sistema de tenencia del suelo que, en lugar de cosechar el beneficio del empeño común de sus ciudadanos, la comunidad ha de pagar a los terratenientes siempre una fuerte sanción por acrecentar el valor de los terrenos”
. 

La cuestión se vincula  al cuasicontrato del enriquecimiento sin causa que genera la legislación urbanística, cuando aprobando normas  habilita un uso mas intenso o lucrativo  del suelo urbano concreto, lo que repercute en su  mayor valor. La idea es que parte de ese beneficio vuelva a la sociedad que lo generó sin intensión de realizar una liberalidad. 

La Ley de Planeamiento Urbano y Rural (Town and Country Planning Act) de 1947 se inspiró en estas ideas constituyendo el primer enfoque global de los problemas conexos del planeamiento, la indemnización y “mejora”. La clave consistía en la transferencia efectiva al Estado de todos los derechos de edificación del suelo (Development rights).

La propiedad estatal de los derechos de edificación tenía tres efectos interconectados:

a) Se exigía un permiso de edificación (planning permission) para urbanizar una parte cualquiera del territorio nacional.

b) No se abonaba indemnización alguna cuando era denegado el permiso de edificación (salvo aquellas obras que, por definición, estuvieran dentro del “uso existente” a efectos de compensación): y 

c) Las “mejoras” iban a parar en parte al Estado, mediante la imposición de una carga a la edificación (development charge) pagadero a un Consejo Central del suelo antes de dar comienzo a las obras.

La ley fue derogada en el 1953 luego del cambio de gobierno ocurrido en 1951, pero actualmente se han mantenido y ampliado los principios referidos;  ello implica  que la facultad de impedir la apropiación de la revalorización todavía se conserva en manos de las autoridades públicas.

En este grado de evolución conceptual del tema es que nos encontramos con la ley N° 18 308, que en los literales e y f del art. 5 y en el art. 46 consagra el retorno de las valorizaciones
.

IV) A modo de resumen: 
Es evidente que la aprobación de la ley Nº 18 308, llenó un claro vacío legal existente en nuestro ordenamiento jurídico; también es evidente que la misma incorporó una serie de conceptos novedosos  que se han desarrollado a lo largo de estas últimas décadas en el derecho comparado,   sin mayor rigor técnico y sin tener en cuenta el sustrato constitucional propio de nuestro país. 

No podemos dejar de destacar que la misma puso fin a viejas discusiones doctrinarias que limitaban a los gobiernos departamentales, cuando estos  tenían interés en regular los procesos de ordenamiento territorial de sus jurisdicciones. 

La incorporación  del principio de desarrollo sostenible y sus corolarios: utilizar el ordenamiento del territorio  como un instrumento de la conservación del ambiente,  vincular  la sostenibilidad económica y  la social  junto con  la ambiental,  es una pretensión ambiciosa y nada fácil de implementar. 
Tampoco es pertinente estigmatizar la intención del legislador que – sin perjuicio de los evidentes defectos técnicos-  demuestra un claro interés en  incorporar el derecho urbanístico nacional a las tendencias más aceptadas en el derecho comparado.   
� Ex asesor  legal del Programa de Conservación de la Biodiversidad y Desarrollo Sustentable en los Humedales del Este (PROBIDES, 1998);  profesor invitado de Derecho Ambiental en el Diploma de Gestión Ambiental  dictado por el Centro Latinoamericano de Economía Humana (CLAEH – Instituto Universitario) y Universidad  Católica del Uruguay (UCUDAL;  1999 ); profesor invitado de Derecho Ambiental en la Maestría en Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, dictado  por la Universidad de la República, Facultad de Arquitectura (2001 – 2002) ; aspirante de Cátedra de Derecho Ambiental en la Universidad Católica del Uruguay, Facultad de Derecho ( 2002); miembro fundador de la Unión Iberoamericana de Municipalistas ( Nº 33) (1991).


� El 21 de abril  y el 25 de octubre de 1946 respectivamente.


� N° 16 112 de 1990


� Promulgada el 18 de junio de 2008 y publicada en el Diario Oficial el 30 de junio de 2008. 


� Conforme: Prat Julio , Derecho  Administrativo, T. V, vol 2, Amalio Fernández, Montevideo, 1984,   pág.79.


� Artículo 14. (Competencias departamentales de ordenamiento territorial).- Los Gobiernos Departamentales tendrán la competencia para categorizar el suelo, así como para establecer y aplicar regulaciones territoriales sobre usos, fraccionamientos, urbanización, edificación, demolición, conservación, protección del suelo y policía territorial, en todo el territorio departamental mediante la elaboración, aprobación e implementación de los instrumentos establecidos por esta ley, en el marco de la legislación aplicable.


� Sentencias Nº 270/88, 82/91, 28/92 lugar citado: Martins Daniel Hugo, “El gobierno y la Administración de los Departamentos”, Montevideo, 1999, pág. 73 a 81


� Artículo 35. (Derechos generales de la propiedad de suelo).- Forman parte del contenido del derecho de propiedad de suelo las facultades de utilización, disfrute y explotación normales del bien de acuerdo con su situación, características objetivas y destino de conformidad con la legislación vigente.


Las limitaciones al derecho de propiedad incluidas en las determinaciones de los instrumentos de ordenamiento territorial se consideran comprendidas en el concepto de interés general declarado en la presente ley y, por remisión a ésta, a la concreción de los mismos que resulte de los instrumentos de ordenamiento territorial.


El cumplimiento de los deberes vinculados al ordenamiento territorial establecidos por la presente ley es condición para el ejercicio de los derechos de aprovechamiento urbanístico del inmueble.


El ejercicio del derecho a desarrollar actividades y usos, a modificar, a fraccionar o a construir, por parte de cualquier persona, privada o pública, física o jurídica, en cualquier parte del territorio, está condicionado a la obtención del acto administrativo de autorización respectivo, salvo la excepción prevista en el suelo categoría rural productiva. Será condición para el dictado del presente acto administrativo, el cumplimiento de los deberes territoriales establecidos por la presente ley.
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� Artículo 46. (Retorno de las valorizaciones).- Una vez que se aprueben los instrumentos de ordenamiento territorial, la Intendencia Municipal tendrá derecho, como Administración territorial competente, a participar en el mayor valor inmobiliario que derive para dichos terrenos de las acciones de ordenamiento territorial, ejecución y actuación, en la proporción mínima que a continuación se establece:


a)�
En el suelo con el atributo de potencialmente transformable, el 5% (cinco por ciento) de la edificabilidad total atribuida al ámbito.�
�
b)�
En el suelo urbano, correspondiente a áreas objeto de renovación, consolidación o reordenamiento, el 15% (quince por ciento) de la mayor edificabilidad autorizada por el nuevo ordenamiento en el ámbito.�
�
La participación se materializará mediante la cesión de pleno derecho de inmuebles libres de cargas de cualquier tipo a la Intendencia Municipal para su inclusión en la cartera de tierras.


Los promotores de la actuación, que manifiesten su interés y compromiso por edificar los inmuebles que deben ser objeto de cesión de acuerdo con el instrumento, podrán acordar con la Intendencia Municipal la sustitución de dicha cesión por su equivalente en dinero. Dicho importe será destinado a un fondo de gestión territorial o bien la permuta por otros bienes inmuebles de valor similar.


Si la Intendencia Municipal asume los costos de urbanización le corresponderá además, en compensación, la adjudicación de una edificabilidad equivalente al valor económico de su inversión.





